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RESUMEN

En este artículo se detallan las principales novedades en el derecho 
ambiental en el Perú durante el año 2022. Se destacarán modificaciones nor-
mativas y nuevas regulaciones en materia de residuos sólidos, contamina-
ción lumínica, entre otras. Asimismo, considerando la importancia de la fis-
calización, se resaltará el nuevo modelo de reglamento que ha emitido la 
entidad peruana encargada de la fiscalización ambiental.
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1. INTRODUCCIÓN

El año 2022 no ha sido uno de muchas novedades trascendenta-
les en materia medioambiental en el Perú. En ese sentido, a dife-
rencia de otros años, no se han realizado grandes cambios normati-
vos ni se han aprobado nuevas normas que impliquen un aporte 
significativo.

Sin embargo, ello no quiere decir que no hayan existido cam-
bios puntuales con relevancia. Así, hemos sido testigos de normas 
nuevas en materia de residuos sólidos y contaminación lumínica. 
En ambos casos, la novedad es parcial, dado que se centra en un 
sector específico (por ejemplo, construcción, en el caso de la regu-
lación de residuos sólidos) o en un ámbito territorial acotado (como 
ocurre en el caso de la contaminación lumínica que ha sido regula-
da solo a nivel de Lima, la capital del Perú).

También hemos sido testigos de nuevas normas sobre participa-
ción ciudadana en sectores específicos, como pesca y acuicultura.

Finalmente, a diferencia de otros años, se han presentado cam-
bios (puntuales, pero relevantes) en el régimen de fiscalización y 
sanción. En este ensayo nos centraremos principalmente en la 
aprobación de un modelo de reglamento de supervisión para que 
sea utilizado por las entidades de fiscalización ambiental de ámbito 
local.

2. NOVEDADES EN EL DERECHO AMBIENTAL

Conforme precisamos anteriormente, analizaremos las princi-
pales novedades en el derecho ambiental peruano en el año 2022.

2.1  REGLAMENTO DE RESIDUOS SÓLIDOS 
DE CONSTRUCCIÓN

El 6 de abril de 2022 se publicó en el diario oficial «El Perua-
no» el Decreto Supremo núm. 002-2022-Vivienda que aprobó el 
Reglamento de Gestión y Manejo de Residuos Sólidos de la Cons-
trucción y Demolición. Esta norma deroga el anterior reglamento, 
vigente desde el año 2013.

La razón que justifica la aprobación de un nuevo reglamento se 
encuentra en la existencia de una nueva legislación en materia de 
residuos sólidos. Aunque es importante señalar que la vigente Ley 
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de Gestión Integral de Residuos Sólidos no es tan nueva, dado que 
fue publicada a fines del año 2016.

En ese sentido, es cierto que el novísimo Reglamento de Ges-
tión y Manejo de Residuos Sólidos de la Construcción y Demoli-
ción se aprobó para adecuar esta regulación sectorial a la nueva 
legislación de residuos sólidos. Sin embargo, es cierto también que 
esta «adecuación» llega bastante tarde, lo que revela el atraso en 
que se hallaba el sector construcción.

Ahora bien, como señala su artículo 1, el nuevo reglamento 
tiene como objetivo regular la gestión y el manejo de los residuos 
sólidos generados en la construcción y demolición. Para ello –en 
consonancia con la nueva ley– prioriza la minimización y valoriza-
ción de los residuos sólidos; asegura la adecuada disposición de 
aquellos no aprovechables; y, contribuye a la calidad ambiental 
urbana y rural, así como a la sostenibilidad y la transición hacia 
una economía circular del sector de la construcción.

El nuevo reglamento se aplica a las personas naturales o jurídi-
cas que intervienen en la gestión y el manejo de los residuos sóli-
dos de la construcción y demolición generados en la ejecución de 
obras de infraestructura, habilitaciones urbanas o edificaciones, 
incluyendo el proceso de demolición. Expresamente se establece 
que no se aplica a aquellos residuos generados en situación de 
desastre.

Luego de fijar los alcances generales de la norma, el capítulo II 
se centra en los residuos sólidos de la construcción y demolición. 
Los clasifica en peligrosos y no peligrosos, estableciendo reglas 
para su identificación.

Por su parte, el capítulo III del reglamento se centra en los acto-
res responsables en la gestión de residuos sólidos de la construc-
ción y demolición. En ese sentido, se destaca el rol de las autorida-
des sectoriales, del Ministerio de Vivienda, Construcción y 
Saneamiento, del Ministerio de Transporte y Comunicaciones, de 
las municipalidades, así como de otras entidades públicas. Se regu-
lan también las obligaciones de los generadores de residuos sólidos 
y de las empresas operadoras de residuos sólidos.

El capítulo IV del reglamento regula los instrumentos para la 
gestión de residuos sólidos de la construcción y demolición, inclu-
yendo a los planes de gestión de residuos sólidos municipales, la 
Declaración Anual sobre Minimización y Gestión de Residuos 
Sólidos no municipales, entre otros.

Los capítulos V y VI del reglamento regulan propiamente la 
gestión y el manejo de los residuos sólidos de la construcción y 
demolición, desde la segregación y el manejo en la fuente, pasando 
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por la recolección, transporte, acondicionamiento, valorización, 
hasta la disposición final.

Seguidamente, el reglamento regula las infraestructuras de 
manejo de residuos sólidos. Se destaca la posibilidad de implemen-
tar mecanismos de inversión público-privada para ejecutar proyec-
tos que permitan el desarrollo de este particular tipo de infraestruc-
turas. En particular, a través de asociaciones público-privadas 1 o 
recurriendo al mecanismo de obras por impuestos 2.

Finalmente, el reglamento contempla mecanismos de supervi-
sión y fiscalización desde distintos ángulos, tanto a nivel técni-
co (por ejemplo, las municipalidades se encargarán de verificar el 
cumplimiento de la normativa en el marco de los procedimientos 
administrativos de otorgamiento de licencias de edificación) como 
ambiental.

2.2  ORDENANZA DE LIMA SOBRE CONTAMINACIÓN 
LUMÍNICA

El 30 de diciembre de 2022, la Municipalidad Metropolitana de 
Lima aprobó la Ordenanza núm. 2522-2022 para la prevención de 
la contaminación lumínica por elementos luminotécnicos exterio-
res. Como señala su primer artículo, el objeto de la norma consiste 
en «establecer el marco normativo para las acciones de prevención 
y gestión de la contaminación lumínica causante de impactos nega-
tivos a la población y al ambiente, generada por elementos lumino-
técnicos exteriores que puedan emitir luz en intensidades y hora-
rios inadecuados».

Su ámbito de aplicación se restringe a la provincia de Lima, 
pero alcanza a la Municipalidad Metropolitana de Lima, las muni-
cipalidades distritales y las personas (naturales y jurídicas) que 
desarrollen actividades en las que se empleen dispositivos que emi-
ten luz, como paneles publicitarios.

Esta norma municipal parte de la Ley 31316, Ley de preven-
ción y control de la contaminación lumínica, publicada el 27 de 
julio de 2021 en el diario oficial «El Peruano». Esta norma legal 
contempla competencias diferenciadas para distintas entidades 
públicas, incluyendo municipalidades provinciales y distritales.

1 Sobre el particular, véase: Huapaya, Ramón. Diez Tesis sobre las Asociaciones 
Público-Privadas (APP) en nuestro régimen legal. Revista De Derecho Administrativo, 
núm. 13, 2013, pp. 15-32.

2 Al respecto, puede verse: Sánchez, Lucio. La Nueva Relación Público-Privada en 
el Ordenamiento Jurídico-Administrativo Peruano a la luz del actual Régimen de Obras 
por Impuestos. Revista de Derecho Administrativo, núm. 16, 2016, pp. 279-298.
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En esa línea, la ordenanza objeto de comentario precisa las 
competencias que tiene la Municipalidad Metropolitana de Lima y 
las municipalidades distritales, en términos de regulación, fiscali-
zación y autorización de elementos de publicidad exterior.

Destaca en la ordenanza todo un título dedicado a la «preven-
ción de la contaminación lumínica». En ese marco, se precisan las 
competencias de las municipalidades para fiscalizar la contamina-
ción lumínica; asimismo, se precisa la responsabilidad de los emi-
sores.

Otro aspecto importante que vale la pena destacar de la orde-
nanza es que regula condiciones de iluminación, incluyendo hora-
rios de funcionamiento, nivel máximo de luminancia y zonas de 
protección lumínica.

Finalmente, resaltamos el hecho que la ordenanza emplee 
mecanismos de «regulación responsiva» 3. En efecto, por un lado, 
regula la fiscalización ambiental, así como la posibilidad de que se 
formulen denuncias. Pero, por otro lado, dispone acciones de «edu-
cación ambiental» y, más importante aún, contempla un mecanis-
mo de «incentivos», al señalar que se brindará reconocimiento a 
los titulares de las actividades domésticas, comerciales y de servi-
cios que promuevan e implementen de manera gradual estándares 
más rigurosos con la finalidad de generar menos impacto de conta-
minación lumínica.

2.3  PARTICIPACIÓN CIUDADANA

El año 2022 también trajo novedades en lo que se refiere a la 
«participación ciudadana», específicamente en los siguientes sec-
tores importantes: pesca, acuicultura, industria manufacturera y 
comercio interno.

Así, el 23 de setiembre de 2022, se publicó el Decreto Supremo 
núm. 014-2022-Produce, norma que aprueba el Reglamento de 
Participación Ciudadana en la Gestión Ambiental de la Industria 
Manufacturera y Comercio Interno.

El objeto de la norma no es otro que regular el proceso de parti-
cipación ciudadana en la gestión ambiental de las actividades de la 
industria manufacturera y de comercio interno.

3 Al respecto, véase: Ochoa, Francisco. «Enfoque responsivo en la fiscalización 
administrativa. Teoría, marco legal y práctica.» En: Estudios sobre Derecho Administrati-
vo. Vol. I. A 20 años de la ley del procedimiento administrativo general. Dirigido por Eloy 
Espinosa-Saldaña. Lima: Derecho & Sociedad, 2021, pp. 547-552. También: Gamarra, 
Sebastián. De la indulgencia a la condena: la responsive regulation en el régimen de fisca-
lización ambiental en Perú. Themis-Revista de Derecho, núm. 74, 2018, pp. 112-117.
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Como señala el artículo 7 de la norma, el proceso de participa-
ción ciudadana es un «proceso dinámico, flexible, inclusivo, con 
enfoque de género, perspectiva de discapacidad e intercultural». 
De esta manera, los ciudadanos y ciudadanas pueden participar con 
opiniones, observaciones o aportes en las distintas etapas de los 
proyectos de inversión y la toma de decisiones del sector.

El reglamento contempla los mecanismos de participación ciu-
dadana (por ejemplo, la audiencia pública, los talleres participati-
vos, etcétera) e incluye algunos complementarios como las entre-
vistas, charlas informativas, entre otros.

Ahora bien, el reglamento tiene una aplicación transversal, es 
decir, regula el proceso de participación ciudadana antes, durante y 
después de la aprobación de los instrumentos de gestión ambiental. 
Asimismo, contempla reglas para los mecanismos de participación 
ciudadana dependiendo del instrumento de gestión ambiental.

Por su parte, en lo que concierne a los sectores de pesca y acui-
cultura, el 23 de noviembre de 2022, se publicó el Decreto Supre-
mo núm. 017-2022-Produce que aprueba el Reglamento de Partici-
pación Ciudadana en la gestión ambiental de los subsectores Pesca 
y Acuicultura. Esta norma es significativamente similar a la ante-
rior en términos de estructura.

Como particularidad, destacamos que el artículo 15 de este 
reglamento prevé solo cuatro mecanismos de participación ciuda-
dana: (i) audiencia pública; (ii) taller participativo; (iii) encuestas 
de opinión; y, (iv) buzón de sugerencias.

Como mecanismos complementarios de participación ciudada-
na contempla (i) entrevistas con actores clave; (ii) oficina informa-
tiva; (iii) reunión informativa; (iv) visitas guiadas; y, (v) otros 
mecanismos que puede proponer el titular del proyecto.

Sin duda alguna, ambos reglamentos contienen disposiciones 
sumamente interesantes sobre el proceso de participación ciudada-
na. Lo relevante, sin embargo, es destacar que constituye una nove-
dad en nuestro país regular con este nivel de detalle el proceso y los 
mecanismos de participación ciudadana por sectores.

2.4  MODELO DE REGLAMENTO DE SUPERVISIÓN

El 6 de julio de 2022, el Organismo de Evaluación y Fiscaliza-
ción Ambiental (OEFA) publicó la Resolución núm. 00017-2022-
OEFA/CD que aprueba el Modelo de Reglamento de Supervisión, 
Fiscalización y Sanción en Materia Ambiental de la Entidad de 
Fiscalización Ambiental Local.
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La razón de este modelo de reglamento se halla en que, en el 
Perú, los gobiernos locales también ejercen funciones de fiscaliza-
ción y sanción en materia ambiental. Sin embargo, el OEFA se 
mantiene como ente rector del llamado Sistema Nacional de Eva-
luación y Fiscalización Ambiental  (SINEFA) creado por la 
Ley 29325.

En ese sentido, el propósito de aprobar el modelo de reglamen-
to no es otro que uniformizar los criterios para el ejercicio de las 
funciones de supervisión, fiscalización y sanción en materia 
ambiental de competencia de los gobiernos locales. De esta mane-
ra, se busca que estos desarrollen dichas funciones de manera 
homogénea, eficaz, eficiente y en congruencia con los dispositivos 
normativos emitidos por el OEFA.

Como sucede con el régimen general que aplica el OEFA, este 
modelo de reglamento diferencia también entre las actividades de 
supervisión, fiscalización y sanción. La supervisión 4 tendría como 
objetivos (i) verificar el cumplimiento de las obligaciones ambien-
tales fiscalizables; (ii) imponer las medidas administrativas que 
correspondan; y, (iii) promover la subsanación voluntaria de los 
incumplimientos de dichas obligaciones, en el marco de un enfo-
que de cumplimiento normativo, de prevención y gestión del ries-
go, para garantizar una adecuada protección ambiental.

Por su parte, la «fiscalización» y «sanción» tendrían –según 
señala el modelo de reglamento– por finalidad determinar la res-
ponsabilidad administrativa por la comisión de infracciones, apli-
cando las sanciones, medidas cautelares y medidas correctivas que 
correspondan.

Esta tipología que diferencia entre supervisión y fiscalización 
podría producir confusión en el administrado, dado que la Ley de 
Procedimiento Administrativo General peruana (norma común en 
el derecho administrativo peruano 5) solo reconoce la fiscaliza-
ción (como sinónimo de lo que el OEFA llama supervisión) y el 
ejercicio de la potestad sancionadora.

4 Cfr. Zegarra, Diego. La definición de la actividad de fiscalización en la Ley de 
Procedimiento Administrativo General peruana. En: Estudios de Derecho Administrativo. 
El Derecho Administrativo Iberoamericano. Innovación y reforma. Libro homenaje al pro-
fesor Juan Carlos Cassagne. Tomo I. Coordinado por Juan Carlos Morón y Jorge Danós. 
Lima: Gaceta Jurídica, 2018, pp. 237-246. Sánchez, Lucio. El enfoque preventivo y la 
labor educadora de la fiscalización administrativa en el TUO de la Ley del Procedimiento 
Administrativo General. En: La proyección del derecho administrativo peruano. Estudios 
por el centenario de la Facultad de Derecho de la PUCP. Coordinado por Diego Zegarra. 
Lima: Palestra, 2019, pp. 445-466.

5 Véase: Izquierdo, Manuel. Fiscalización, supervisión e inspección administrati-
va: aproximación conceptual crítica y caracteres generales en el derecho peruano. En: La 
proyección del derecho administrativo peruano. Estudios por el centenario de la Facultad 
de Derecho de la PUCP. Coordinado por Diego Zegarra. Lima: Palestra, 2019.
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Ahora bien, el modelo de reglamento regula distintos princi-
pios. Entre ellos, consideramos pertinente destacar tres: (i) costo-
eficiencia; (ii) preventivo y correctivo; y, (iii) regulación responsi-
va.

Por el principio de «costo-eficiencia», se prevé que el desarro-
llo de la función de supervisión se lleve a cabo evitando generar 
costos excesivos e injustificados al administrado y a la autoridad. 
Este principio tendrá particular relevancia al momento de evaluar 
la razonabilidad de los requerimientos de información que suele 
formular la entidad al momento de fiscalizar.

El principio «preventivo y correctivo» resalta que las acciones 
de supervisión deben estar dirigidas a prevenir, evitar, detectar y/o 
corregir posibles incumplimientos de obligaciones ambientales fis-
calizables.

Finalmente, el principio de «regulación responsiva» resulta 
transversal a las funciones de supervisión, fiscalización y sanción. 
Según el texto expreso del artículo 4 del modelo de reglamento, el 
ejercicio de dichas potestades «se produce de forma modulada, en 
función de la oportunidad en que es realizado, el tipo de obligación 
ambiental fiscalizable, la gravedad del presunto incumplimiento, el 
desempeño ambiental del administrado u otros factores que permi-
tan una intervención proporcional al cumplimiento de las obliga-
ciones ambientales fiscalizables».

Como hemos señalado en otra sede 6, el OEFA apela a la «pirá-
mide regulatoria», destacando que el ejercicio de las potestades 
públicas (sobre todo aquellas que imponen gravámenes sobre los 
administrados) debe realizarse de forma «razonable» en función de 
las circunstancias de cada caso concreto.

El modelo de reglamento, en su Título II, regula la supervisión 
ambiental. En esta sección se contemplan las facultades y obliga-
ciones del supervisor; los derechos y deberes del administrado; los 
tipos de supervisión; la planificación de la supervisión; la ejecu-
ción de la supervisión; los resultados de la misma; y, finalmente, 
las medidas que pueden dictarse durante la supervisión.

Dentro de los tipos de supervisión destaca la llamada «supervi-
sión orientativa», conforme a la cual –según se lee en el artículo 13 
del modelo de reglamento– se pone «en conocimiento al adminis-
trado de sus respectivas obligaciones ambientales fiscalizables, así 
como de la verificación del cumplimiento sin fines punitivos». 
Nuevamente se aprecia aquí la impronta de la regulación responsi-

6 Cfr. Huapaya, Ramón, Sánchez, Lucio y Alejos, Oscar. El eximente de responsa-
bilidad por subsanación voluntaria en la Ley del Procedimiento Administrativo General. En: 
VIII Congreso Nacional de Derecho Administrativo. Lima: Palestra, 2018, pp. 581-604.
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va. De esta forma, a fiscalización ambiental se aparta de un modelo 
exclusivamente punitivo para acercarse a uno más preventivo.

Ahora bien, este tipo de supervisión no se aplica siempre. En 
ese sentido, el modelo de reglamento limita esta posibilidad por 
única vez a la unidad fiscalizable que no ha sido supervisada con 
anterioridad. Asimismo, se abre la posibilidad de supervisiones 
orientativas cuando el administrado es una persona natural con 
negocio, micro o pequeña empresa.

Es importante resaltar que, como resultado de la supervisión, el 
modelo de reglamento contempla que se realice un «informe de 
supervisión» que contiene el análisis de lo hallado. En este informe 
el supervisor deja constancia de su recomendación: iniciar un pro-
cedimiento sancionador, archivar el caso, imponer una medida 
administrativa, etcétera.

Sin embargo, el modelo de reglamento prevé que este informe 
solo es notificado al administrado en caso de archivo o supervisión 
orientativa, mas no cuando se recomiende el inicio de un procedi-
miento sancionador. En otras palabras, cuando el resultado de la 
supervisión es «negativo», no se le avisa al administrado sino hasta 
que el procedimiento sancionador se inicia. En cambio, cuando el 
resultado es «positivo», entonces se le avisa oportunamente.

Consideramos que este proceder es contrario al esquema de 
regulación responsiva que la misma norma promueve. En efecto, 
un modelo de regulación responsiva 7 promueve la subsanación 
voluntaria de conductas por parte de los administrados, como 
mecanismo para restablecer la legalidad y ahorrarse los costos de 
un procedimiento sancionador. Por ello, la Ley del Procedimiento 
Administrativo General peruana establece que la subsanación 
voluntaria es eximente de responsabilidad cuando se realiza antes 
de que se inicie un procedimiento sancionador.

Siendo así, lo lógico es que se le otorgue al administrado la 
oportunidad de subsanar. De ahí la importancia de notificar al 
administrado el informe de supervisión, más cuando se trata de un 
informe con un resultado negativo, porque es en este momento en 
el cual el administrado logra saber en qué incumplimientos ha 
incurrido y por qué (es decir, logra saber con certeza cuál ha sido el 
criterio de la autoridad). Solo de esta forma puede subsanar su con-
ducta.

Lo contrario, es decir, permitir que el informe de supervisión se 
mantenga oculto hasta que se inicia el procedimiento sancionador, 
constituye una estrategia de la administración que se alinea con un 
modelo exclusivamente punitivo. La administración mantendría en 

7 Cfr. Huapaya, Ramón, Sánchez, Lucio y Alejos, Oscar. Op. cit.
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reserva el informe porque de esa forma puede sancionar más fácil al 
administrado, sin darle chance a subsanar o preparar una defensa.

Por lo expuesto, consideramos que este extremo del modelo de 
reglamento debe ser modificado o, en todo caso, descartado por las 
entidades de fiscalización ambiental del ámbito local, a quienes va 
dirigido este modelo.

Pasando al siguiente apartado, el Título III del modelo de regla-
mento regula el procedimiento sancionador en materia ambiental. 
En esta sección, el modelo de reglamento sigue la estructura tradi-
cional que también se aprecia en la Ley del Procedimiento Admi-
nistrativo General 8. Sin embargo, nos interesa resaltar algunos 
aspectos interesantes.

En primer lugar, resaltamos que se regule la «variación de la 
imputación de cargos», para lo cual se prevé el otorgamiento de un 
plazo adicional al administrado para que pueda defenderse. Sin 
embargo, no se pone ningún límite adicional a una potestad que, 
sin criterios claros, puede devenir en arbitraria.

En segundo lugar, destacamos que se regule expresamente la 
«audiencia de informe oral», etapa clave en el procedimiento san-
cionador porque permite ejercer el derecho de defensa de forma 
más potente 9. Sin embargo, el modelo de reglamento deja en la 
«discrecionalidad» de la autoridad la convocatoria a la audiencia 
de informe oral. Consideramos que la regla debe ser que se convo-
que siempre a informe oral, mientras que la excepción debe encon-
trarse debidamente fundamentada y, de ser posible, en razones que 
se encuentren expresamente indicadas en la norma.

En tercer lugar, resulta interesante que se haya regulado la 
«estructura de la resolución final» 10. Si bien podría verse como un 
asunto puramente de estilo, lo cierto es que dota de predictibilidad 
a los órganos encargados de resolver y facilita la lectura por parte 
de los destinatarios de la resolución.

En cuarto lugar, interesa destacar la regulación que se hace del 
«reconocimiento de responsabilidad» como atenuante al momento 
de graduar la sanción. La Ley del Procedimiento Administrativo 

8 Cfr. Danós, Jorge. La regulación del procedimiento administrativo sancionador en 
el Perú. Revista de Derecho Administrativo, núm. 17, 2019, pp. 26-50.

9 Véase lo señalado en: Huapaya, Ramón. El debido proceso administrativo y la 
obligatoriedad de los informes orales en los procedimientos administrativos. ¿Es plausible 
el «autismo» de la administración pública? En: Gestión Pública & Control, núm. 16, 2021, 
pp. 45-58; Alejos, Oscar. El informe oral en el procedimiento sancionador. Pautas para su 
desarrollo. En: Actualidad Jurídica, núm. 319, 2020, pp. 185-196.

10 Cfr. Zegarra, Diego. La resolución en el procedimiento administrativo sanciona-
dor y el derecho de defensa. En: La Ley de Procedimiento Administrativo General. Diez 
años después. Libro de ponencias de las jornadas por los 10 años de la Ley de Procedi-
miento Administrativo General. Coordinado por Diego Zegarra y Víctor Baca. Lima: 
Palestra, 2011, pp. 337-361.
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General reconoce este atenuante, pero no brinda mayores luces res-
pecto de su aplicación. En cambio, el modelo de reglamento prevé 
diferencias en el porcentaje de reducción de la eventual multa: (i) 
si el reconocimiento se realiza antes de la presentación de descar-
gos, entonces la sanción se reduce en un 50 %; y, (ii) si el reconoci-
miento es posterior, la sanción se reduce solamente en un 30 %. De 
esta forma, se reconoce que la «oportunidad» del reconocimiento 
es sumamente relevante porque determina cuánto se ahorra la 
administración en la tramitación del procedimiento sancionador. 
Mientras más pronto el administrado reconozca su responsabili-
dad, menos costos asumirá la administración para conducir el pro-
cedimiento; por ende, más reducción de multa.

Sin duda, el modelo de reglamento presenta otras particularida-
des dignas de comentario (por ejemplo, la creación del Registro 
Único de Infractores Ambientales Sancionados por el Gobierno 
Local o el trámite de medidas correctivas). No obstante, considera-
mos que lo reseñado hasta aquí basta para fijar la atención en lo 
que este modelo de reglamento representará para la fiscalización 
ambiental que es llevada a cabo por los gobiernos locales.

La intención del OEFA es más que loable si tomamos en cuenta 
el caos normativo que rige en la regulación de los gobiernos loca-
les. Si además nos centramos en la regulación sancionadora de los 
gobiernos locales, entonces descubriremos –al menos en el Perú– 
ejemplos de lo que el maestro García de Enterría denominada un 
derecho represivo pre-beccariano 11. En ese sentido, es positivo que 
se busque estandarizar las reglas que aplicarán los gobiernos loca-
les al momento de ejercer sus potestades de fiscalización y san-
ción.

Queda por ver cómo se aterriza este modelo de reglamento en 
la práctica de los gobiernos locales.

2.5  REGLAMENTO DE DENUNCIAS AMBIENTALES

El 24 de diciembre de 2022 se publicó la Resolución núm. 
00026-2022-OEFA/CD que aprueba el «Reglamento para la aten-
ción de denuncias ambientales presentadas ante el Organismo de 
Evaluación y Fiscalización Ambiental-OEFA».

El propósito de esta norma consiste en establecer las disposi-
ciones que regulan el procedimiento para la atención de las denun-
cias ambientales, a través del Servicio de Información Nacional y 

11 Cfr. García de Enterría, Eduardo. La Constitución como norma y el Tribunal 
Constitucional. 4ta edición. Madrid: Civitas, 2006, p. 257.
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Denuncias Ambientales (SINADA). Este servicio es prestado por 
el OEFA para la atención de denuncias ambientales. El servicio 
comprende el registro, análisis y derivación de las denuncias 
ambientales, así como la información oportuna a los denunciantes 
sobre las acciones tomadas por la administración.

El artículo 4 del reglamento diferencia entre dos tipos de denun-
cia: (i) sin reserva de identidad; y, (ii) anónimas. En la misma línea 
que fijó en su momento la Ley del Procedimiento Administrativo 
General, se reconoce que el denunciante puede gozar de anonimato 
si lo pide expresamente al momento de formular su denuncia.

El reglamento también regula la llamada denuncia maliciosa, 
definida como aquella que es «formulada de mala fe, sobre hechos 
o datos falsos o inexactos de conocimiento del propio denuncian-
te». En estos casos, la administración toma las medidas correspon-
dientes para que el denunciante sea sancionado.

En los siguientes artículos, el reglamento contempla una regu-
lación para la presentación de la denuncia (los medios: presencial o 
virtual; sus requisitos, etcétera), el análisis de la denuncia, la deri-
vación de la denuncia al OEFA o a una entidad local que fiscalice, 
la atención de la denuncia y la verificación de la misma.

Es importante mencionar que ya contábamos con un reglamen-
to de este tipo. Sin embargo, el OEFA identificó serios problemas 
en la atención de las denuncias, así como dificultades para que el 
ciudadano denunciante conozca el estado de su denuncia.

De ahí la necesidad de emitir un nuevo reglamento que brinde 
mayor celeridad y transparencia en el trámite de atención de denun-
cias. Corresponde ver si, en la práctica, el nuevo modelo resulta 
más amigable con el ciudadano denunciante.

3. CONCLUSIONES

Como indicábamos al inicio, las novedades en materia 
medioambiental han sido puntuales, pero relevantes. Desde una 
regulación más detallada sobre la contaminación lumínica hasta 
precisiones importantes en el desarrollo del proceso de participa-
ción ciudadana en determinados sectores.

Hemos resaltado también las novedades en el marco de la fisca-
lización ambiental. En particular, destaca el modelo de reglamento 
de supervisión aprobado por el OEFA. Si bien no se encuentra 
exento de críticas (como las que hemos desarrollado aquí), lo cierto 
es que resulta saludable que se busque dotar de mayor predictibili-
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dad al ejercicio de las potestades de fiscalización y sanción por 
parte de los gobiernos locales.

Ahora bien, como se sabe, la existencia de una norma con crite-
rios bien definidos es solo un primer paso. Queda por ver cómo las 
entidades de fiscalización ambiental adoptan el modelo de regla-
mento y –más importante– cómo lo aplican en los casos concretos. 
Esperamos que, en un próximo ensayo, podamos dar buenas noti-
cias al respecto.
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